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a la libertad reconocido en el arto 17.1 Y 4 de la Cons­
titución. Sin que al Auto de 1 de julio de 1992 puedan
atribuírsele efectos de prórroga de la indicada situación
ya que ni fue ésta la finalidad can que se dictó ni.
caso de haberlo sido. cabría considerarlo válido a tales
efectos al haber sido dictado con posterioridad al cum­
plimiento por parte del recurrente del plazo previsto en
el arto 504.4 de la L.E.Crim. (SSTC 40/1987 y
103/1992).

La conclusión alcanzada respecto de la efectiva vul­
neración del ar!. 17.1 Y 4 de la C.E. por parte de las
resoluciones recurridas na contradice. por otra parte. la
doctrina sentada por este Tribunal en sus AATC
320/1984 Y 361/1985. Pues si bien en ambas reso­
luciones se declaraba expresamente la competencia
exclusiva de los Jueces y Tribunales ordinarios en mate­
ria de interpretación de las normas que regulan la prisión
provisional y. en concreto. en relación can la valoración
de todos y cada uno de los elementos que afectan a
la calificación jurídica del presunto delito y a la pena
anudada a tal calificación. así como de otros compo­
nentes relevantes para el límite temporal de la prisión.
en la segunda de dichas resoluciones se reconoce sin
embargo que. en la hipótesis de que el órgano judicial
haya incurrido en un error de subsunción determinante
de la duración de la prisión preventiva. podría entenderse
que ha habido una aplicación indebida del ar!. 504 de
la L.E.Crim. que resulta lesiva del derecho a la libertad.
A ello hay que añadir que ninguno de los dos casos
resueltos por este Tribunal mediante las indicadas reso­
luciones puede considerarse análogo al de autos. ya que.
en la primera de ellas. se trataba de discutir la apreciación
por parte de la jurisdicción penal de la necesidad de
prolongar la prisión preventiva debido a la extraordinaria
complejidad de la causa; y. en el segundo. el recurrente
reconocía que toda su fundamentación acerca de la dura­
ción de la prisión preventiva arrancaba de una califi­
cación provisional de los hechos por su parte que se
apartaba de la realizada por el órgano judicial. de manera
que la apreciación del amparo habría exigido por parte
de este Tribunal la previa rectificación de la calificación
inicialmente operada por los órganos judiciales. materia
ésta de mera legalidad para la que carece de com­
petencia.

En el presente caso no se trata de discutir la cali­
ficación jurídica operada por el Juez penal. sino de denun­
ciar una aplicación indebida del arto 504.4 de la L.E.Crim.
por no haberse tenido en cuenta que la edad del impu­
tado repercute necesariamente en dicha calificación y.
consiguientemente. en el límite temporal de la prisión
preventiva. Por consiguiente. dado qua este Tribunal ha
declarado reiteradamente que esta medida cautelar tiene
carácter excepcional (SSTC 32/1987. 34/1987.
40/1987.entre otras) así como que la interpretación de
las normas reguladoras de la misma debe hacerse con
carácter restrictivo y en favor del derecho fundamental
a la libertad que tales normas restringen. debiendo optar­
se en cilsO de duda por la menos restrictiva de la libertad
(STC 88/1988). debe concluirse que las resoluciones
recurridas. al na haber tenido en cuenta tales extremos.
han vulnerado el derecho a la libertad del recurrente.

La concesión del amparo en este caso presenta la
peculiaridad de que. como can razón apunta el Ministerio
Fiscal. es muy posible que la situación del recurrente
haya variado a consecuencia del pronunciamiento de
Sentencia en primera instancia. ya que la vista oral
de la causa fue señalada en primer lugar para ellO
de noviembre de 1992. y más tarde para el 16 de marzo
de 1993. Mas aun suponiendo que. por haber sido ya
condenado en instancia el recurrente. nuestra decisión
no surta otros efectos que los meramente declarativos.

ello no es obstáculo para que. reconociendo sus dere­
chos a la libertad y a la tutela judicial efectiva. anulemos
las resoluciones impugnadas por haber prolongado inde­
bidamente su situación de prisión preventiva.

FALLO

En atenclon a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

1.° Reconocer el derecho dél recurrente a la libertad
del ar!. 17.1 de la Constitución.

2.° Anular la providencia de la Sección Octava de
la Audiencia Provincial de Barcelona de 2 de junio
de 1992 y el Auto de esa misma Sala de 1 de julio
de 1992.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diecisiete de enero de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
raL-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 10/1994. de 17 de
enero de 1994. Recurso de amparo
2.075/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional que desestimó recurso deducido por
los recurrentes. Supuesta vulneración del prin­
cipio de igualdad: denegación de los bene­
ficios previstos en el Título 1 de la Ley
37/1984 a los militares republicanos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz EimiL don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.075/92. interpuesto
por don Antonio Prat Cots. don Rafael Martí Ventura.
don José Tudela García. don Pedro Serer Lucas. don
Emilio Sanz López. Don Ramón Saladrigas Segovia. don
Juan Roura Moya. don Juan Rodríguez Rodríguez. don
José Miril Ciurana y don Javier Mir Sobrevalls. repre­
sentados por el Procurador de los Tribunales dQn Fran­
cisco Velasco Muñoz-Cuellar y asistidos por el Letrado
don José Eduardo Bos Viñuales. contra la Sentencia de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional. de 7 de abril de 1992. dictada en recurso
núm. 59.807 que desestimó el recurso promovido por
los anteriores. Han comparecido el Ministerio Fiscal y
el Abogado del Estado y ha sido Ponente el Magistrado
don Julio Diego González Campos. quien expresa el pare­
cer de la Sala.
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l. Antecedentes

1. Por escrito presentado ante este Tribunal el día
31 de julio de 1992 por el Procurador de los Tribunales
don Francisco Velasco Muñoz Cuellar. actuando en nom­
bre y representación de don Antonio Prat Cots. don
Rafael Martí Ventura. don José Tudela García. don Pedro
Serer Lucas. don Emilio Sanz López. don Ramón Sala­
drigas Segovia. don Juan Roura Moya. don Juan Rodrí­
guez Rodríguez. don José Miril Ciurana y don Javier Mir
Sobrevalls. interpuso recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacional. de 7 de abril de 1992. dictada
en recurso núm. 59.807. que desestimó el recurso dedu­
cido por los anteriores.

2. La demanda se basa. en síntesis. en los siguientes
hechos:

al A los demandantes de amparo. que pertenecieron
al Cuerpo de Carabineros. en virtud de nombramientos
realizados según la normativa vigente. les fue concedida
la pensión conforme lo dispuesto en el Título 11 de la
Ley 37/1984. No conformes con ello. promovieron recla­
mación ante el Tribunal Económico Administrativo Cen­
tral en solicitud de que se les considerara militares
profesionales al servicio de la República Española. con
derecho por tanto de los beneficios establecidos en el
Título I de la citada Ley. La solicitud fue tácitamente
desestimada en virtud de silencio administrativo e inter­
pusieron seguidamente recurso contencioso administra­
tivo ante la Audiencia Nacional.

b) La Sentencia de la Sala de lo Contencioso Admi­
nistrativo de la Audiencia Nacional. de 7 de abril de
1992. desestimó la pretensión deducida. por considerar
necesario para la aplicación del Título I de la Ley citada.
tener reconocida la condición de militares profesionales.
esto es. que se haya obtenido un nombramiento defi­
nitivo o de carácter permanente en la Administración.

3. En la demanda de amparo se invocan los dere­
chos a la igualdad y a obtener tutela efectiva de los
Jueces y Tribunales garantizados en los arts. 14 y
24 C.E. Después de exponer los motivos de los que deriva
la discriminación respecto a otros Cuerpos de la Repú­
blica y frente a otros compañeros del mismo Instituto
de Carabineros. afirma que la Sentencia vulneró el segun­
do de los derechos citados por cuanto en ella se citan
una serie de Sentencias inaplicables al caso. y que los
actores únicamente tenían que acreditar que ingresaron
en el Instituto de Carabineros. y precisamente esto ha
quedado acreditado como lo demuestra la concesión
de la pensión del Título 11 de la Ley 37/1 984.

4. Mediante providencia de 29 de marzo de 1992.
la Sección Cuarta de la Sala Segunda de este Tribunal
acordó admitir a trámite la demanda de amparo. y reque­
rir a la Audiencia Nacional la remisión de las actuaciones.
así como el emplazamiento. por término legal. de quienes
hubiesen sido parte en el procedimiento. con excepción
de los propios recurrentes de amparo. El Abogado del
Estado se personó en los autos por escrito de 2 de abril
de 1993. Por providencia de 21 de junio de 1993. la
Sección Tercera de la Sala Segunda acordó tener por
personado y parte en el procedimiento al Abogado del
Estado. acusar recibo a la Audiencia Nacional de las
actuaciones remitidas y dar vista de las mismas a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal por el plazo
común de veinte días para que presentaran las alega­
ciones que estimaran pertinentes.

5. Por la representación de los demandantes se eva­
cuó este trámite por escrito de 14 de julio de 1993.

en el que dando por reproducidas las alegaciones con­
tenidas en la demanda de amparo. reiteró los motivos
por los que consideró que se habían conculcado los dere­
chos fundamentales de igualdad y de tutela judicial
efectiva.

6. El Abogado del Estado presentó escrito de ale­
gaciones con fecha 14 de julio de 1993. en el que se
opuso a las pretensiones de los recurrentes. Refiere que
la pretendida vulneración del derecho a la igualdad debe
rechazarse por cuanto la afirmación que vierten los
recurrentes respecto a la discriminación que han sufrido
con relación a otros grupos de personas -Maestros inte­
rinos de la Generalidad de Cataluña. Guardias de Segu­
ridad y de Asalto y Carabineros ingresados antes del
27 de febrero de 1937- no ha quedado acreditada.
Por lo que se refiere a su nombramiento. que se realizó
conforme la Orden de 25 de febrero de 1987. tuvo lugar
mediante la pura presentación en el Centro de Movi­
lización y para prestar servicios por el tiempo que dure
la Campaña. no tiene carácter definitivo ni atribuye a
los designados la condición de profesionales; por tanto.
los actores no pueden ser incluidos en el Título I de
la Ley 37/1984 por no haber obtenido un nombramiento
o empleo definitivo ni haber sido integrados en un Cuer­
po o Escuela con anterioridad

Las alegaciones sobre la pretendida violación del
arto 24.1 C.E. tampoco pueden ser acogidas. toda vez
que la Sentencia impugnada da una respuesta razonada
y fundada en Derecho según las pretensiones deducidas
y el debate procesal habido. y en todo caso es conforme
con la doctrina que para una situación análoga contem­
pló la STC 143/1989.

7. El Ministerio Fiscal en su escrito presentado el
14 de julio de 1993. se opuso también a la concesión
del amparo solicitado. No hay falta de tutela judicial efec­
tiva por cuanto tal alegacion no constituye un fin en
sí misma. sino que está íntimamente relacionada con
la posible vulneración del art. 14 C.E. En todo caso. la
Sentencia recoge la jurisprudencia y principios de la STC
116/1987 y el de que la aplicación del Título I de la
Ley 37/1984 depende del hecho de haber desempe­
ñado las funciones con carácter profesional.. y es evi­
dente que los Carabineros han sido considerados como
un cuerpo civil por ley. en la que se apoyó. necesaria­
mente la Sentencia impugnada. Finalmente. respecto al
principio de igualdad. afirma que ninguna discriminación
se deduce de los demás grupos con los que se compara.
y que respecto a los miembros del Cuerpo de Carabineros
ingresados con anterioridad al 27 de febrero de 1937.
la diferencia de tratamiento está justificada por la regu­
lación que se hace de este Cuerpo en la Orden de 16
de agosto de 1947 y la Orden de 27 de febrero
de 1937.

8. Por providencia de 13 de enero de 1994 se acor­
dó señalar para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 17 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Resolución presunta del Tribunal Económico Admi­
nistrativo Central. confirmada por la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacio­
nal. de 7 de abril de 1992. Los recurrentes solicitaron
en su día ser considerados militares profesionales al ser­
vicio de las Fuerzas Armadas de la segunda República
a los efectos de la legislación de amnistía; todos ellos
fueron incluidos en las previsiones del Título 11 de la
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Ley 37/1984, y se denegó su pretensión de ser incluidos
en el ámbito del Título l.

2. Los demandantes fundamentan su solicitud de
amparo en la vulneración de los arts. 14 y 24 C.E. La
representación procesal de los recurrentes expone la
evolución normativa del Cuerpo de Carabineros, al que
pertenecían los actores, tratando de fundamentar así el
derecho que poseen como funcionarios profesionales
a que se les aplique el Título I de la Ley 37/1984. La
desestimación del recurso contencioso-administrativo
por la Sala se basa en el hecho de no haberse acreditado
que los actores fueran «profesionales», en el sentido de
haber obtenido un nombramiento definitivo o de carácter
permanente ante la Administración.

3. Por lo que respecta a la pretendida vulneración
del derecho a la igualdad, es necesario recordar que
ya este Tribunal con anterioridad en su STC 143/1989
y ahora en la reciente STC 345/1993, que resolvían
supuestos sustancialmente similares, ha precisado que
no se producía lesión de este derecho con la exigencia
de un nombramiento profesional o de un empleo con
carácter definitivo ante la Administración para el reco­
nocimiento de los derechos del Título I de la Ley
37/1984. Así, pues, partiendo de la premisa contenida
en la Sentencia impugnada (fundamento jurídico 3.°)
sobre la no acreditación del carácter «profesionah> o defi­
nitivo del empleo militar de los demandantes, cuestión
de hecho que escapa a la incumbencia de este Tribunal.
ya que la de su determinación corresponde a la juris­
dicción ordinaria (STC 116/1987), no cabe sino concluir
que las argumentaciones vertidas sobre la discriminación
no pueden ser acogidas.

La representación de los demandantes se considera
discriminada en relación con dos cuerpos: los Maestros
interinos nombrados por la Generalidad de Cataluña, y
los miembros del Cuerpo de Seguridad del Estado Uni­
formados (Guardias de Seguridad y Asalto), cuerpos res­
pecto a los cuales, por su carácter y la normativa apli­
cable, no pueden ser admitidos como términos de com­
paración válidos a fin de comprobar la diferencia de trato
denunciada. Finalmente, la desigualdad se produciría,
por el tratamiento discriminatorio en relación con los
miembros del Cuerpo de Carabineros ingresados con
anterioridad al 28 de febrero de 1937, criterio mera­
mente cronológico que, conforme la STC 116/1987,
vulneraría el citado art. 14 C.E. Como ya hemos apun­
tado, el carácter «profesionah> de los nombramientos es
una cuestión de estricta legalidad ordinaria que la Sen­
tencia ha resuelto en sentido desestimatorio, no corres­
pondiendo a este Tribunal corregir la interpretación y
aplicación que los órganos jurisdiccionales hacen de las
normas, ni puede actuar como una tercera instancia sal­
vo que sean arbitrarias o manifiestamente irrazonadas,
lo que no es aquí el caso. Sentado lo anterior, y exclu­
sivamente desde la perspectiva de las garantías cons­
titucionales, hay que precisar, que a los ahora recurren­
tes, nombrados con posterioridad al 27 de febrero de
1937, les era aplicable la Orden de esta fecha que pre­
veía que los incorporados al Centro de movilización «se­
rán filiados sentándoles compromiso por el tiempo que
dure la actual campaña». Así las cosas, no se deduce
ningún trato discriminatorio respecto a los Carabineros
ingresados con anterioridad, por cuanto el elemento dife­
renciador se encuentra en el carácter profesional y defi­
nitivo de su nombramiento, que este Tribunal (STC
116/1987) ha entendido compatible con el art. 14 C.E.
No habiendo acreditado el actor, como le incumbía, la
obtención de este nombramiento con carácter profesio­
nal y definitivo, ni su inclusión en el escalafón del Cuerpo,
no se deduce discriminación alguna.

4. Tampoco puede ser acogida la vulneración al
derecho a obtener tutela judicial efectiva que los deman­
dantes deducen del desconocimiento del carácter civil
del Cuerpo de Carabineros, y de la aplicación, incorrecta
a su juicio, de determinadas Sentencias que se citan,
y por otra parte de que únicamente les corresponde
acreditar que ingresaron en el Cuerpo de Carabineros
como se desprende de la concesión de la pensión del
Título" de la Ley 37/1984. Pues bien, el primero de
estos argumentos carece de consistencia pues en todo
caso la citada Ley 37/1984 hace referencia explícita
a este Cuerpo, incluyéndolo en su ámbito, siendo intras­
cendente a los efectos debatidos la naturaleza de este
Instituto y la invocación de las Sentencias por la Sala
se realiza exclusivamente para acreditar la existencia de
una jurisprudencia consolidada que recoge a su vez la
de este Tribunal (STC 116/1987). En cuanto al segundo
(que consiste en que se les reconozca el carácter pro­
fesional de su nombramiento), tampoco tiene relevancia,
toda vez que la determinación del carácter profesional
o no de los miembros del Cuerpo de Carabineros es
una cuestión que corresponde valorar a los Tribunales,
por ser materia de legalidad ordinaria, y ya en la STC
143/1989 se precisó que el análisis del hecho concreto
que determina la aplicación de los derechos pasivos reco­
nocidos a los militares profesionales no es materia que
posea un contenido intrínseco de amparo constitucional
ni corresponde por sí misma a este Tribunal (ATC
1.210/1987, fundamento jurídico 3.°).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada en Madrid, a diecisiete de enero de mil nove­

cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 11/1994, de 17 de
enero de 1994. Recurso de amparo
2.129/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional que desestimó recurso deducido por
los recurrentes. Supuesta vulneración del prin­
cipio de igualdad: denegación de los bene­
ficios previstos en el Título I de la Ley
37/1984 a los militares republicanos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.129/92, interpuesto
por don José Pedro Payarols, don José Amaros Clua,


